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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA LA MINISTRA ANA 
MARGARITA RÍOS FARJAT EN LA ACCIÓN DE 

INCONSTITUCIONALIDAD 9/2022 Y SUS ACUMULADAS 13/2022, 
14/2022, 18/2022 Y 22/2022. 

El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
sesión celebrada el veinticinco de octubre de dos mil veintidós, 
resolvió las acciones de inconstitucionalidad citadas al rubro, 

promovidas por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y la 
Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla, en las que se 

analizaron diversas disposiciones contenidas en las leyes de ingresos 
municipales de esa entidad federativa para el ejercicio fiscal de dos 
mil veintidós. 

En este caso, las accionantes demandaron, entre otros temas, la 
invalidez de diversas normas que establecen el cobro del servicio por 
alumbrado público. El Tribunal Pleno reconoció, por mayoría de ocho 

votos1, la validez de dichas disposiciones con base en las 
consideraciones expuestas en la acción de inconstitucionalidad 

10/20212. 

La declaratoria se sustentó, en esencia, en que las normas 
impugnadas, al igual que las estudiadas en el citado precedente, 

establecen con claridad los elementos del derecho por servicio de 
alumbrado público consistentes en objeto, sujetos, base, cuota y 

época de pago. 

Motivos de la concurrencia. 

Si bien coincido con la declaratoria de validez, considero necesario 

exponer las razones que me llevaron a tal conclusión. En mi opinión, 
debió hacerse un estudio específico y analítico de algunas de las 
normas impugnadas porque difieren sustancialmente de los 

contenidos normativos analizados en la acción de 
inconstitucionalidad 10/2021, es decir, no basta llegar a conclusiones 

totalitarias basadas en precedentes, sino analizar el punto 
diferenciador en cada caso concreto. 

Es importante tener en consideración que en esa acción de 

inconstitucionalidad no se reconoció la validez de todas las normas 

                                       
1 De las Ministras Esquivel Mossa quien anunció voto concurrente, Ortiz Ahlf (Ponente) y la suscrita quien anunció voto  

concurrente, y de los Ministros González Alcántara Carrancá, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek y Presidente 

Zaldívar Lelo de Larrea. La Ministra Piña Hernández y los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena y Pérez Dayán votaron en contra. 
2 Resuelta el treinta de agosto de dos mil veintiuno por mayoría de diez votos de las señoras Ministras Piña Hernández y la 

suscrita, y de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 

Rebolledo, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. La Ministra Esquivel Mossa votó en contra. 
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que establecían el derecho de servicio de alumbrado público pues se 
declaró la invalidez de un precepto que establecía que para el cobro 

del derecho se debe atender a la firma del convenio celebrado con la 
Comisión Federal de Electricidad y otorgaba la opción de pagar ese 

tributo ante ese organismo cuando la cuota no excediera del ocho por 
ciento del consumo de energía eléctrica3. 

En el citado precedente se sostuvo que esa norma transgredía el 

derecho de legalidad porque dejaban margen al municipio para 
determinar la forma de cobrar del derecho mediante la celebración del 

convenio con la empresa suministradora de energía eléctrica y que 
además generaba inseguridad jurídica para los sujetos del derecho 
porque no sabrían a qué atenerse. 

En el caso de las normas impugnadas en la presente acción de 
inconstitucionalidad, algunas hacen alusión a la posibilidad que tiene 
la empresa suministradora del servicio de energía eléctrica para 

recaudar el tributo con sustento en los convenios celebrados con el 
municipio. 

A manera de ejemplo, se cita el artículo 43 del Municipio de 
Zapotitlán, Puebla, cuyo contenido es similar al de todas las normas 
municipales impugnadas en materia de derecho por servicio de 

alumbrado público: 

Artículo 43. El Derecho por el Servicio de Alumbrado 

Público se causará anualmente y se pagará conforme a lo 
siguiente: 

I. Mensual o bimestralmente si la recaudación se realiza a 

través de la empresa u organismo suministrador de energía 
eléctrica, o 

                                       
3 Artículo 26, fracción VII, párrafos segundo y tercero, de la Ley de Ingresos del Municipio de El Marqués en el Estado de 
Querétaro para el ejercicio fiscal de 2021, cuyo texto es el siguiente: 

   Artículo 26. En la determinación del Derecho de Alumbrado Público se observará lo dispuesto en la Ley de Hacienda de los 

Municipios del Estado de Querétaro, en relación a que para su cobro se atienda a la firma del convenio con la Comisión Federal 
de Electricidad y a las siguientes consideraciones: […] 

   Los contribuyentes, cuando sean usuarios del servicio de energía eléctrica, en lugar de pagar este derecho conforme al 

procedimiento anterior, podrán optar por pagarlo cuando la Comisión Federal de Electricidad lo cargue expresamente en el 
documento que para el efecto expida, junto con el consumo de energía eléctrica, en el plazo y las oficinas autorizadas por esta 

última, en términos de los dispuesto por la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Querétaro. 

   En este caso, dicha cuota no podrá exceder del 8% del consumo respectivo. Para los casos en que los contribuyentes decidan 
ejercer la opción a que se refiere el párrafo anterior, el Ayuntamiento podrá coordinarse con la Comisión Federal de Electricidad. 

   Si la Comisión Federal de Electricidad no incluye en su recibo el pago de este Derecho, la Secretaría de Finanzas Públicas y 

Tesorería Municipal, deberá facilitar el pago del mismo, junto con el Impuesto Predial, concediendo el mismo descuento por 
pago anual para los dos primeros meses en que se inicie la aplicación de este método de recaudación. 

   Los ingresos que se perciban por este concepto se destinarán al pago y mantenimiento del Servicio de Alumbrado Público que 

proporciona el Municipio. […] 
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II. Mensual, semestral o anualmente, si se realiza 
directamente a la tesorería del Municipio, mediante el 

recibo que para tal efecto expida la Tesorería Municipal. 

El Municipio estará facultado para celebrar el convenio o 

convenios necesarios a fin de establecer el mecanismo para 
la recaudación del Derecho por los Servicios de Alumbrado 
Público con la empresa u organismo suministrador de 

energía eléctrica. 

El Municipio estará facultado para celebrar el convenio o convenios 

necesarios a fin de establecer el mecanismo para la recaudación del 
Derecho por los Servicios de Alumbrado Público con la empresa u 
organismo suministrador de energía eléctrica. 

Como se observa, al establecerse la época y lugar de pago, el 
legislador dispuso la posibilidad que el derecho se pague mensual o 
bimestralmente si se realiza a través de la empresa suministradora de 

energía eléctrica, y facultó al municipio para celebrar los convenios 
necesarios a fin de establecer el mecanismo de recaudación. 

Los preceptos impugnados con esa estructura normativa guardan 
cierta similitud con la norma que fue declarada inválida en la acción 
de inconstitucionalidad 10/2021 y, por ello, considero que debió 

hacerse un pronunciamiento particularizado para reconocer su 
validez. 

Desde mi perspectiva, a diferencia de la norma que fue objeto de 
aquel asunto, las impugnadas en esta acción de inconstitucionalidad 
no facultan al organismo suministrador de energía eléctrica para 

recaudar en todos los casos el derecho de servicio de alumbrado 
público y no establecen para el cálculo del monto del derecho algún 
elemento vinculado con el suministro de energía eléctrica. 

Lo anterior porque la fracción II de las normas impugnadas 
establecen que el pago del derecho podrá hacerse de forma mensual, 

semestral o anual si se realiza directamente ante la tesorería 
municipal, y ello evidencia que la empresa suministradora de energía 
no tiene la facultad exclusiva de recaudar el derecho. 

Además, la recaudación no se condiciona a que en la cuota deban 
introducirse elementos del cobro del servicio de energía eléctrica que 
pudieran convertir al derecho por servicio de alumbrado público en 

un impuesto de facultad exclusiva del Congreso de la Unión como 
aconteció en la norma estudiada en la acción de inconstitucionalidad 

10/2021. 
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Desde mi óptica, la facultad que se otorga en las normas impugnadas 
al organismo suministrador en mención es meramente subsidiaria de 

la labor del municipio para recaudar el derecho de alumbrado 
público, lo que encuentra justificación en la finalidad de facilitarle a 

los municipios el cobro del derecho. 

Ministra. ANA MARGARITA RÍOS FARJAT. Firmado 
electrónicamente. Secretario General de Acuerdos. LIC. RAFAEL 

COELLO CETINA. Firmado electrónicamente. 

Al pie un sello con el Escudo Nacional y una leyenda que dice: 

Estados Unidos Mexicanos. Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Secretaría General de Acuerdos. 

El Licenciado Rafael Coello Cetina, Secretario General de Acuerdos de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación: CERTIFICA: Que la 
Presente copia fotostática constante de tres fojas útiles, concuerda fiel 
y exactamente con el original firmado electrónicamente del Voto 

Concurrente de la Señora Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, 
formulado en relación con la Sentencia  del veinticinco de octubre de 

dos mil veintidós  dictada por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en la Acción de Inconstitucionalidad 9/2022 y 
sus acumulados 13/2022, 14/2022, 18/2022 y 22/2022, promovidas 

por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla y la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se certifica con la 

finalidad de que se publique en el Periódico Oficial del Estado de 
Puebla. 

Ciudad de México, a veintisiete de febrero de dos mil veintitrés. 
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RAZÓN DE FIRMAS 

(De la PUBLICACIÓN del Voto Concurrente que formula la Señora 

Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, en la Acción de 
Inconstitucionalidad 9/2022 y sus acumulados 13/2022, 14/2022, 

18/2022 y 22/2022, promovidas por el Presidente de la Comisión de 
Derechos Humanos del Estado de Puebla y la Presidenta de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, respectivamente, en 

contra del Poder Legislativo del Estado de Puebla y el Poder Ejecutivo 
del citado Estado, contra diversas disposiciones normativas 

contenidas en las Leyes de Ingresos Municipales del Estado, para el 
Ejercicio Fiscal 2022; publicado en el Periódico Oficial del Estado,  
el viernes 17 de marzo de 2023, Número 13, Quinta Sección,         

Tomo DLXXV). 


